2011, Buenos Aires Capital Mundial del Libro

PROYECTO DE LEY

Artículo 1º.- Deróguese el artículo 81 del Código Contravencional (Ley 1472) de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

Artículo 2º.- Comuníquese, etc.

Fundamentos

Señor Vicepresidente I:

El tipo descripto en el art. 81 del Código Contravencional reprime a “Quien ofrece o demanda en forma ostensible servicios de carácter sexual en los espacios públicos no autorizados o fuera de las condiciones en que fuera autorizada la actividad, es sancionado/a con uno (1) a cinco (5) días de trabajo de utilidad pública o multa de doscientos ($ 200) a cuatrocientos ($400) pesos. En ningún caso procede la contravención en base a apariencia, vestimenta o modales”.

En principio, es ineludible hacer referencia a las implicancias en orden al plexo normativo constitucional que tiene la sanción de este tipo contravencional en el sistema normativo de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Cabe recordar que el art. 19 de nuestra Constitución Nacional es uno de los mecanismos establecidos para demarcar los límites de la injerencia estatal en la vida individual de cada persona, el cual “no impone una moral privada, ni un modelo de vida, ni un ideal de perfección personal. Deja ello librado a la moral, a las convicciones, a los principios religiosos de las personas”. (Gelli, María Angélica, Constitución de la Nación Argentina, La Ley, 2005 p. 252)

En este sentido la oferta y demanda de sexo no puede considerarse lesiva per se, por un lado, porque en nuestro sistema legal, tal conducta no constituye un delito. Por el otro, ésta constituye la elección que realiza la persona relativa a su proyecto de vida, la cual involucra su esfera de reserva personal.

A su vez, el principio constitucional de lesividad (art. 19 C.N. y 13.9 C.C.B.A.) establece algunas limitaciones para la aplicación de este tipo contravencional; dado que en este caso ni siquiera existe una acción “objetivamente peligrosa”, desde el punto de vista ex ante, para el bien jurídico protegido (utilización del espacio público).

Este principio también se haya formulado por la ley fundamental de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, la que establece que “se erradica de la legislación de la Ciudad y no puede establecerse en el futuro ninguna norma que implique (...) sanción de acciones que no afecten derechos individuales ni colectivos” (art. 13, inciso 9ª de la CCBA). Asimismo, éste es receptado por el Código Contravencional en su primer artículo, que opera como rector de la inteligencia que debe seguirse para la interpretación de los tipos contravencionales. Exige que dichas conductas impliquen daño o peligro cierto para los bienes jurídicos individuales o colectivos, lo que revela la intención del legislador local, en tanto debe existir, cuando menos, un peligro concreto de daño del bien jurídico tutelado por la norma. Razón por la cual se ha apuntado que: “En este sentido, el legislador local ha llegado en su previsión más lejos que el nacional, imponiéndole al juez verificar en el caso concreto el daño o peligro cierto para el bien jurídico tutelado. Esto impide que se sancione a las personas por la comisión de los llamados “delito de peligro abstracto”, en las cuales el peligro al que el bien jurídico se encuentra sometido es genérico o remoto”. (Bujan, Javier Alejandro y Cavalieri, Carla, Derecho Contravencional y su procedimiento, Abaco, Buenos Aires, 2003, ps. 51-52). 

De la lectura del artículo 81 del Código Contravencional no se desprende cuál es el bien jurídico afectado, así como tampoco el resultado, o en su caso, el peligro ocasionado por la conducta. Tal norma no hace más que imponer una pauta de conducta moral, en flagrante violación al principio de reserva.

Además, es oportuno destacar que la tipificación de esta conducta, se convierte en la práctica en la habilitación de la intromisión de un sistema represivo, como lo es el penal- contravencional, sobre personas que se encuentran en situación de vulnerabilidad social. Es decir, se habilita una intervención estatal que poco aporta en términos de resolver la situación social que da origen a la problemática, puesto que la herramienta punitiva no es la adecuada para resolverla.

Es importante plasmar algunos datos del “Informe Estadístico Art. 81 del C.C.” Años 2008 y 2009 de la Oficina de Asuntos Normativos e Información del Ministerio Público Fiscal de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires,  que nos permitirá tener un panorama de la escasa incidencia que la oferta y demanda de sexo ha tenido hasta ahora. El objeto de análisis del informe se compone de los casos contravencionales ingresados al Ministerio Público Fiscal por presunta infracción al art. 81 C.C. en los años 2008 y 2009. Del mismo se infiere que del total de ingresos contravencionales sólo el 11% representó la oferta y demanda de sexo en espacios públicos. Asimismo, según datos extraídos del mismo informe, en el año 2009 se concluyó la investigación preparatoria en un total de 3.654 casos, de los cuales el 93,87% finalizó con el archivo, e 4% con el requerimiento a juicio oral y el 1,94% con la suspensión del proceso a prueba. Por otra parte las fuentes consultadas dan cuenta de la diferencia significativa entre actas labradas por oferta de sexo en la vía pública y las correspondientes a la demanda, lo que estaría indicando que el objetivo de la figura contravencional, que es la preservación del espacio público, se transforma en una figura de estigmatización y discriminación., ya que, en la realidad, sólo se pena a quien oferta y no a quien demanda.

Por todo ello Sr. Vicepresidente I, solicito el tratamiento y aprobación del presente proyecto de ley.
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